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                   Lic. Marco Antonio Segura Seco                                           09 de marzo, 2007


DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

Al contestar refiérase

al Oficio No. 02397 
09 de marzo, 2007

DCA-0868

Licenciado

Marco Antonio Segura Seco

Alcalde Municipal

Municipalidad de Escazú

Escazú

Estimado señor:

Asunto: Se emite criterio en relación con la consulta formula por la Municipalidad de    Escazú mediante oficio DA-011-2007, referida a la posibilidad de reconocer un reajuste de precios a un contrato de arrendamiento pactado en dólares. 


Damos respuesta a su oficio DA-011-2007, recibido en esta Contraloría General el día 11 de enero pasado.

I.- Motivo de la consulta: 

La consulta se dirige a establecer cuál es el procedimiento a seguir para reconocer al propietario de un inmueble —dado en arrendamiento a la Administración—, un monto adicional a la cuota mensual pactada, en razón de mejoras importantes que se le han efectuado con el propósito de asegurar un mayor resguardo de los bienes, valores y activos municipales que ahí se encuentran, así como para mejorar si las condiciones físicas y ambientales del lugar.

Específicamente se consulta si la vía para proceder con el pago por concepto de las mejoras que el propietario ha realizado en el inmueble, se puede tramitar por la vía de un addendum a los contratos vigentes o en cambio, si lo que procede es rescindir esos contratos para firmar uno nuevo, con las nuevas condiciones.

El criterio legal interno, emitido por el Departamento de Asuntos Jurídicos de esa Municipalidad concluye que: a diferencia de la posición sostenida por la Contraloría General, se considera que no aplica al caso el artículo 67 de la Ley de General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos —que determina que cuando el contrato se pacta en moneda extranjera la suma pactada se mantiene por todo el plazo del contrato sin derecho a reajuste—, por cuanto el inmueble en cuestión tiene un destino ajeno al de vivienda y por lo tanto se puede convenir los períodos, la forma  los montos de los reajustes. 

Asimismo, considera que no obstante lo anterior, cumpliendo los requisitos fijados en la jurisprudencia administrativa, sí sería posible fijar un nuevo precio de alquiler en ese contrato, el cual no podría tramitarse por la vía del addendum, dado que esa figura se utiliza para compensar la tase de inflación acumulada cada año.

La posibilidad de rescindir por mutuo acuerdo, sería factible siempre que se establezca la existencia de motivos de interés público, en este caso acreditando que las necesidades que sustentaron la firma del contrato, han variado.

En ese supuesto, al no mediar ningún tipo de liquidación, no debe enviarse la documentación a la Contraloría General, según lo dispuesto en el artículo 207 del actual Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 

II.- Criterio de la División: 

En efecto, como bien lo apunta el Departamento de Asuntos Jurídicos de la Municipalidad consultante, sobre el tema de la revisión de precios pactados por la Administración  Pública, en contratos de arrendamientos suscritos en moneda extranjera, existen ya pronunciamientos emitidos por este órgano contralor.

Sin embargo, resulta fundamental que como punto de partida se establezca que en dichos pronunciamientos se ha hecho la distinción entre el supuesto del ajuste del precio en contratos de arrendamiento pactados en  dólares y el supuesto referido al establecimiento de un nuevo precio (véase al efecto los oficios 06538 (DI-AA-1496) del 20 de junio de 2003 y 13044 (DI-AA-2389) del 14 de octubre de 2005).

En el asunto de marras, aun cuando el criterio jurídico interno analiza el tema desde la perspectiva de la revisión del precio del arrendamiento, en realidad el cuestionamiento que hace la Municipalidad debe abordarse correctamente desde la perspectiva de la posibilidad de establecer un nuevo precio como cuota del arrendamiento, en virtud de las mejoras que el propietario ha realizado en el inmueble arrendado.

Para ello, necesariamente el análisis de la situación debe considerar en primer lugar de qué tipo de mejoras estamos hablando y cuál fue su origen, en el sentido de si éstas fueron realizadas oficiosamente por el dueño del inmueble por iniciativa y decisión propia, o si en cambio, se hicieron a petición de la Administración que figura como arrendataria de éste.

En cuanto al tipo de mejoras que se llevan a cabo en el inmueble,  también es fundamental diferenciar si las obras ejecutadas en el inmueble obedecen a mejoras propiamente dichas o en cambio a lo que la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos denomina como reparaciones.

Como es sabido, la Ley mencionada obliga al arrendador a mantener el bien arrendado en buen estado, lo cual lo obliga permanentemente a realizar las reparaciones que exija el deterioro de la cosa. Señala el artículo 33 ibídem, que a falta de regulación expresa sobre este tema, esa obligación le corresponde al arrendador.

Agrega de igual forma, el artículo 34 del mismo cuerpo normativo, que las reparaciones necesarias las ejecuta el arrendador sin derecho a elevar, por ello, la renta fijada. Este tipo de reparaciones, reiteramos se refieren a las que deben efectuarse a fin de conservar la cosa en buen estado para el uso al que ha sido destinada y siempre que el deterioro no le sea imputable al arrendatario o, que por ley o convenio no le corresponda repararlo al arrendatario.

La misma legislación contempla también las reparaciones urgentes y la excusión de pagarlas (artículo 35). Este supuesto, hace alusión a los casos en los que la urgencia de las reparaciones autoriza al propio arrendatario a efectuarlas por cuenta del arrendador.

De acuerdo con lo anterior, lo primero que debe determinarse es el origen de las obras por las cuales se pretende fijar un nuevo precio más alto. Si éstas obedecen a reparaciones urgentes o necesarias para reestablecer la cosa a su estado original que permita cumplir con el fin para el cual fue arrendada, es claro que el costo lo asume el arrendante y en ese caso no puede haber una revisión del precio pactado.

Si por el contrario,  las obras no tienen esa connotación y en cambio responden a trabajos realizados para mejorar las condiciones del bien y además provienen de una solicitud expresa de la Administración que ocupa el inmueble, justamente en función de necesidades propias, resulta lógico entender que el arrendante no debe asumir unilateralmente el costo de lo que entonces se conocería como mejoras y no reparaciones. 


Esto significa que, en ese caso procede reconocer los trabajos adicionales que a pedido de la entidad pública, el propietario llevó a cabo, fijando como consecuencia un nuevo precio para el arrendamiento.


Cabe advertir que la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, en cuanto al tema de las mejoras, dispone en el artículo 37 que el arrendador debe pagar por las mejoras y las reparaciones efectuadas por el arrendatario solo si en el contrato o, posteriormente, lo autorizó por escrito a realizarlas y se obligó a pagarlas. En cuanto a mejoras realizadas por el arrendante, no hay disposición alguna sobre el pago.


Por ello, es nuestro criterio, que si en una relación de arrendamiento en donde la Administración  como arrendataria solicita mejoras, no reparaciones, éstas deben verse reflejadas en la fijación de un nuevo precio en tanto no se hicieron de manera oficiosa y por el solo interés del arrendante, sino que en cambio obedecen a una condición que mejorará el uso y el fin para el cual el bien se arrendó.

Ahora bien, el criterio jurisprudencial que ha mantenido el órgano contralor en la materia de establecimiento de un nuevo precio para un contrato de arrendamiento, sostiene que —a partir del análisis de los numerales 70 y 71 de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, Ley No. 7527— para hacerlo, en los contratos pactados a un plazo igual o superior a 3 años, las partes estarán facultadas para establecer,  un nuevo precio de alquiler al  vencimiento del  plazo contractual original y en lo sucesivo, al término o vencimiento del plazo correspondiente a cada una de las prórrogas que lleguen a operar en la relación negocial. En los contratos pactados a plazo indefinido, el nuevo precio podrá establecerse una vez transcurrido el plazo establecido por la citada ley o sea cada 3 años, pero manteniéndose vigente el contrato que le dio origen a esa relación jurídica. 

Todo lo anterior aplica, con independencia de la moneda en cual se pactó el contrato. Véase entre otros el oficio 06538 (DI-AA-1496) del 20 de junio de 2003 y el oficio 13044 (DI-AA-2389) del 14 de octubre de 2005.

En ambos casos, —es decir en contratos por un plazo igual o mayor a 3 años, o en contratos a plazo indefinido— nuestra jurisprudencia indicó que para pactarse un nuevo precio de alquiler en los contratos administrativos deben cumplirse al menos los siguientes requisitos:

1.
Que haya transcurrido el plazo que establece el contrato vigente para el caso, con la finalidad de que surja el derecho del arrendante, al nuevo precio del contrato de inquilinato. En los contratos de plazo indefinido, el derecho al nuevo precio surgirá cada tres años.

2.
Que haya una gestión de la parte interesada, esto es, que exista una gestión de incremento del arrendante del inmueble.

3.
Que haya un acuerdo de voluntades en cuanto al monto del nuevo precio; en otro decir, que ambas partes de la relación negocial establezcan un incremento que satisfaga sus intereses.

4.
Que exista un avalúo practicado por la Dirección General de la Tributación Directa o el personal capacitado de la respectiva Administración.


En la especie, dichos requisitos deben atenuarse si estamos en presencia de mejoras efectuadas a la propiedad a petición de la propia Administración que figura como arrendataria.


Lo primero que habría que ajustar, es el plazo para solicitar la revisión. Teniendo claro que las mejoras son producto directo de una solicitud expresa de la entidad que tiene en arriendo el inmueble, sería desproporcionado partir de que la revisión del precio deba esperar el término del plazo original del arrendamiento o en cambio, esperar el transcurso del plazo que resta para completar tres años para pedir la revisión.


Cabe decir aquí que, efectuadas las mejoras y verificada la pertinencia de éstas y su necesidad y relevancia para la entidad, se debe entonces —mediante un avalúo— establecer cuál sería el incremento y gestionar la modificación del precio mediante un addendum al contrato.


La opción de rescindir el contrato por mutuo acuerdo, sería poco viable en la medida en que se deben acreditar verdaderas razones de interés público, tal y como lo señala el artículo 207 del actual Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa.


En lo demás, las condiciones establecidas por la jurisprudencia se mantienen en lo que respecta al acuerdo de voluntades y la gestión de la parte interesada para fijar el nuevo precio, que en este caso debe aunarse a la acreditación de que las mejoras fueron efectuadas a solicitud de la entidad arrendataria.


Agregamos aquí que, la pertinencia en cuanto al uso que se le dará a las mejoras, debe establecerse con un criterio técnico que asuma la responsabilidad y que analice efectivamente el beneficio que se obtendría con éstas, que es lo que en definitiva justifica el reconocimiento de un nuevo precio.


Como última observación y al margen de lo señalado sobre la consulta en concreto, es preciso indicarle al Departamento de Asuntos Jurídicos de esa Municipalidad, que la aplicación del artículo 67 de la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos en la materia de contratación administrativa, obedece a una disposición expresa que se encontraba vigente en el artículo 73.3 del Reglamento General de Contratación Administrativa y que ahora recoge el artículo 159 del nuevo Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa.
III.- Conclusiones:


Luego de todo lo anterior, concretamente en cuanto a los puntos consultados, debemos concluir que:

1.- En un contrato de arrendamiento, en que una entidad de la Administración  Pública figura como arrendatario, es posible el establecimiento de un nuevo precio en virtud de mejoras —no reparaciones— realizadas al inmueble, siempre que se acredite la necesidad de éstas mejoras, su pertinencia a los fines y uso que se le da al inmueble, y en su caso, se haga constar que dichas mejoras se hicieron a petición de ésta. Solo deben reconocerse en un nuevo precio las mejoras en las que la Administración reconoce un beneficio directo y relevante para el uso que le da al inmueble y respecto a las cuales manifiesta —con un criterio técnico que así la respalde— su anuencia para hacer uso de ellas.

2.- Lo anterior supone que no toda mejora debe ser reconocida mediante el establecimiento de un nuevo precio. Aquellas mejoras que el arrendante efectúe por su solo interés y que no representen un valor agregado para la Administración, que ésta no haya gestionado o que sean irrelevantes o impertinentes en función del uso que se le da al bien, deben ser asumidas por cuenta del arrendante.

3.- Se excluyen también de reconocimiento en el pago, las reparaciones que la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos obliga a pagar al propio arrendante.

3.- El establecimiento de un nuevo precio, debe tramitarse mediante un addendum al contrato en el que se acrediten las condiciones ya señaladas.


Dejamos así resuelta su consulta.

Atentamente,

Lic. German Brenes Roselló                                                      Licda. Ana Marcela Palma Segura

       Gerente Asociado                                                                                Fiscalizadora

AMPS/fjm

Ci:  Archivo Central
NI:  411

G:   2007000642-2
